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Martínez Rosales y Juan de Jesús Córdoba quie-
���� �������	�
�� �
�����	� 	��	���	� 	�� ��
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�
de acto legislativo de la referencia. Por su parte, 
el honorable Representante Jaime Durán Barrera 
propuso su archivo.

La Comisión Primera Constitucional Perma-
nente de la Cámara de Representantes, en sesión 
celebrada el 28 de abril de 2009, acogió la ponen-
cia mayoritaria y en tal sentido aprobó en primer 
debate el proyecto de la referencia.

La Plenaria de la Cámara de Representantes 
aprobó en segundo debate, primera vuelta, el Pro-
yecto de Acto Legislativo número 285 de 2009 
Cámara.

La Comisión Primera Constitucional Perma-
nente del Senado de la República aprobó en primer 
debate el proyecto de la referencia, con las mo-
���	��
������	���	�	���
������
�
�	�������	�
��
Héctor Helí Rojas Jiménez consistentes en que las 
�	���
���� ���	������	�� �� ��
������	�� ����	�� ���
acogencia voluntaria por el adicto.

La Plenaria del Senado de la República en se-
����� ������	�	� ��� ������ ����
�������!� �	����� ���
proyecto de la referencia tal como había sido apro-
bado por la Comisión Primera Constitucional de 
esa corporación legislativa.

Siendo divergentes los textos aprobados por las 
Cámaras, fue integrada una Comisión de Conci-
liación conformada por los honorables Senadores 
Eduardo Enríquez Maya y Juan Carlos Vélez Uri-
be y los honorables Representantes Nicolás Uribe 
Rueda y Juan Córdoba, quienes sugirieron a las 
plenarias respectivas se acogiera la redacción pro-

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE, 
SEGUNDA VUELTA, AL PROYECTO DE 

ACTO LEGISLATIVO NUMERO 20 DE 2009 
SENADO, 285 DE 2009 CAMARA

por el cual se reforma el artículo 49 de la 
Constitución Política.

Bogotá, D. C., noviembre 30 de 2009

Doctor

SAMUEL ARRIETA BUELVAS

Presidente

Comisión Primera Constitucional Permanente

Senado de la República 

Respetado señor Presidente:
En cumplimiento a la Ley 5ª de 1992, y por 

encargo que nos hiciera la Mesa Directiva de la 
Comisión Primera de esta Cámara, paso a rendir 
ponencia para segundo debate, segunda vuelta, 
al Proyecto de Acto Legislativo número 20 de 
2009 Senado, 285 de 2009 Cámara, por el cual se 
reforma el artículo 49 de la Constitución Política, 
en los siguientes términos:

I. ANTECEDENTES

En uso de la iniciativa gubernamental de refor-
ma constitucional señalada en el artículo 375 de 
la Constitución Política, el señor Ministro del In-
terior y Justicia, doctor Fabio Valencia Cossio, y 
el señor Ministro de la Protección Social, Diego 
Palacio Betancourt, radicaron el Proyecto de Acto 
Legislativo número 20 de 2009 Cámara.

La Presidencia de la Comisión Primera de la Cá-
mara de Representantes designó a los honorables 
Representantes Nicolás Uribe Rueda, Rosmery 
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puesta por el Senado de la República, hecho que 
�	��������������"

Para primer debate en segunda vuelta en la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes se presentaron diversas 
ponencias que proponían la aprobación o el archi-
�
� ��� ���	� �����	���	� #�����	����	�$� �	�������
esta célula legislativa decidió continuar el trámite 
legislativo (Gaceta del Congreso número 1055 de 
2009), situación que fue refrendada por la Plenaria 
de la Cámara de Representantes (Gaceta del Con-
greso número 1144 de 2009).

La Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente decidió convocar una 
Audiencia Pública para que quienes estuvieran in-
teresados se pronunciaran acerca de las disposicio-
nes del Proyecto de Acto Legislativo número 20 de 
2009 Senado, 285 de 2009 Cámara, por el cual se 
reforma el artículo 49 de la Constitución Política, 
rindieron opiniones las siguientes personas:

– Psicóloga Diana Lucía Celis, sustentó la tras-
cendencia de esta iniciativa gubernamental de re-
forma constitucional en especial frente al hecho 
que el consumo de drogas psicoactivas va generan-
do una tolerancia en el paciente y la necesidad de 
un mayor consumo lo que constituye un problema 
de salud pública. Anotó la necesidad de examinar 
el proyecto a la luz del derecho al libre desarrollo 
de la personalidad en conjunción con la doctrina 
emanada de la Corte Constitucional. 

– Alvaro Inciso, Presidente de la Fundación 
Luz, el doctor Alvaro Inciso, anunció que respal-
daba el proyecto de acto legislativo siempre que 
no se criminalice al adicto.

La Comisión Primera del Senado de la Repúbli-
ca decidió aprobar el proyecto de la referencia de 
acuerdo con las normas de mayoría absoluta exigi-
da por la Constitución Política y la Ley 5ª de 1992.

II. OBJETO DEL PROYECTO
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culo 49 de la Constitución Política, en los siguien-
tes términos:

“La atención de la salud y el saneamiento am-
biental son servicios públicos a cargo del Estado. 
Se garantiza a todas las personas el acceso a los 
servicios de promoción, protección y recuperación 
de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y re-
glamentar la prestación de servicios de salud a los 
habitantes y de saneamiento ambiental conforme 
	��
����������
������������	$��������	���	�����
-
lidaridad. También, establecer las políticas para la 
prestación de servicios de salud por entidades pri-

vadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, 
establecer las competencias de la Nación, las enti-
dades territoriales y los particulares y determinar 
los aportes a su cargo en los términos y condicio-
nes señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma 
descentralizada, por niveles de atención y con par-
ticipación de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la 
atención básica para todos los habitantes será gra-
tuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cui-
dado integral de su salud y la de su comunidad. 

El porte y el consumo de sustancias estupefa-
cientes o sicotrópicas está prohibido, salvo pres-
���������	
��������������������������������-
bilitadores la ley establecerá medidas y trata-
mientos administrativos de orden pedagógico, 
�������������������
����������������������������
consuman dichas sustancias. El sometimiento a 
�����	��������������	�������������������������-
timiento informado del adicto.

Así mismo el Estado dedicará especial aten-
ción al enfermo dependiente o adicto y a su fa-
milia para fortalecerla en valores y principios 
���� ������������ �� ��������� ��	�����	�������
���������������������������������������������������
personas y, por consiguiente, de la comunidad, 
y desarrollará en forma permanente campañas 
de prevención contra el consumo de drogas o 
sustancias estupefacientes y en favor de la recu-
peración de los adictos”.

III. CONSIDERACIONES

III.A. INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
PROYECTO

La dignidad humana como principio esen-
cial de nuestra Carta Política

%�� %��	�
� �
�
���	�
� ��� ������ 	� �&� ����
�
como Estado Social de Derecho, fundado sobre el 
respeto a la dignidad humana. Esta determinación 
�����	��
��
��������
�	���
�������������'��������-
niera que la dignidad humana se convertía en la es-
�������	������	��
�����	�'����������	����	��	��	���
normativo del Estado, tiene importancia máxima 
en la creación y aplicación del Derecho.

%��
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ción jurídica inferiores al poder constituyente 
primigenio, habrá de tenerse en cuenta esta dis-
posición, así es que al constituyente derivado, al 
legislador, al funcionario judicial y administrativo 
en todas sus decisiones le es exigible atender al 
concepto constitucional de dignidad humana.
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El papel del concepto de dignidad humana ha 
sido examinado por la Corte Constitucional, Sen-
tencia C-355 de 2006, en los siguientes términos:

“…Desde estos diversos planos la dignidad hu-
mana juega un papel conformador del ordenamien-
to jurídico. En relación con el plano valorativo o 
axiológico, esta Corporación ha sostenido reitera-
damente que la dignidad humana es el principio 
fundante del ordenamiento jurídico y constituye el 
presupuesto esencial de la consagración y efecti-
vidad de todo el sistema de derechos y garantías 
de la Constitución. Así mismo ha sostenido, que la 
dignidad humana constituye la base axiológica de 
la Carta, de la cual se derivan derechos fundamen-
tales de las personas naturales, fundamento y pilar 
ético del ordenamiento jurídico. De esta múltiple 
caracterización ha deducido la Corte Constitucio-
nal que “la dignidad humana caracteriza de mane-
�������	
��	������
����������	���������������-

�����	��
	
��	����������	����. 

Frente al concepto de Dignidad Humana, ha 
expresado el Tribunal Constitucional Colombiano:

“…La Carta Política reconoce el derecho ina-
lienable de todo ser humano a la dignidad, enten-
dida como autonomía o posibilidad de diseñar un 
plan y de determinarse según sus características 
–“vivir como quiera”–, al punto de constituirse 
en el pilar esencial en la relación “Estado-Persona 
privada de la libertad, de acuerdo con el artículo 
5° de la Constitución Política, los tratados inter-
nacionales y la jurisprudencia constitucional…”1 
(subrayado no original).

El hecho que la dignidad humana sea un ele-
mento esencial de nuestra Constitución se sustenta 
a lo largo de su textura, desde el preámbulo, pa-
sando por los artículos 1°, 2°, 4°, 5° y 7°, entre 
otros. El carácter del hombre como base central de 
nuestra organización política, ha estado siempre 
presente. Esta interpretación ha sido prohíjada por 
el Tribunal Constitucional colombiano en Senten-
cia C-1040 de 2005.

El derecho a la autonomía personal, solo li-
mitado por el interés superior de la infancia

La dignidad humana está íntimamente relacio-
nada con el derecho fundamental a la autonomía 
personal, tal referencia se ciñe al entender que el 
�
�����������������&�����
$���������$��
�������
medio para realizar los ideales de los demás, por 
muy loables o heroicos que estos sean.

La capacidad para autodireccionar la existencia 
propia, en términos kantianos, para ejercer las fa-
cultades propias de la mayoría de edad, implica un 
deber de acompañamiento del Estado, si así lo de-

1  Sentencia T-1259 de 2005.

sea el ciudadano, o contrario sensu, la obligación 
de abstenerse debe el Estado respetar el núcleo 
esencial decisional de los ciudadanos.

Por tal motivo, se entiende que es una garantía 
inalienable que las personas resuelvan sus asun-
tos conforme lo inspiren sus propias creencias y 
convicciones, claro está dentro de los límites que 
imponen el orden jurídico y los derechos de los 
demás.

El ordenamiento constitucional colocó como lí-
mite a la autodeterminación personal, el postulado 
contenido en su artículo 44, a cuyo tenor:

“Los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás…”.

Tal preponderancia de los derechos de los niños 
sobre los demás derechos, aplicada en el caso que 
����*	���	$��	����
������	������
�����	�+����/;�
de 2002, según la cual se convierte en contraven-
ción, el porte y consumo de dosis mínima de aluci-
nógenos, en las siguientes circunstancias:

<�=�	��
�����
����
������	��>	������������	����
menores de edad.

<�=�	��
�����
����
�
��
���������	��>	����es-
tablecimientos educativos o en lugares aledaños a 
los mismos o en el domicilio de menores.

<�=�	��
������������	�������
���������	�����
realice en lugar público o abierto al público o en 
establecimiento comercial de esparcimiento, se 
autoriza a las autoridades de Policía proceder in-
mediatamente a retirar del lugar de los hechos al 
infractor y a decomisar la sustancia alucinógena.

<�����������	�'����	�
�������
��	��	��	�>	�������
cumplimiento de tal deber por parte de los miem-
bros de la policía serán sancionadas con la destitu-
ción del empleo.

Esta autorización legal se realiza toda vez que 
conforme al plenum constitucional los derechos de 
los niños prevalecen sobre los demás, y estando 
estos en una verdadera minoría de edad (en gran 
parte, inclusive, en términos kantianos) es exigible 
de los ciudadanos limitaciones a sus derechos a la 
autonomía personal, precisamente, para un óptimo 
desarrollo de la autonomía en cierne de los niños. 

No puede a través de una política sanciona-
toria del Estado afectarse la dignidad humana 
y los derechos fundamentales

El Derecho en sentido general, se puede obser-
var como un esquema de protección al pacto social 
de convivencia humana, expresable a través de 
normas investidas de coactividad superiores a la 
voluntad de quien se sustraiga de su acatamiento.
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En efecto, las normas contentivas del Derecho 
Laboral, Penal, Civil, Familia, Agrario, Adminis-
trativo buscan regular las relaciones humanas de 
ese carácter. 

Teniendo un grado de imperatividad que coac-
ciona al asociado a su cumplimiento. Dejando al 
Derecho Penal, solo regular los asuntos de prísti-
na importancia. Así es que cuando se incumple un 
contrato civil, se deja al Derecho Civil que a través 
de las reglas sustantivas y adjetivas que componen 
el mismo, sea posible subsanar el quebrantamien-
to de las cláusulas contractuales. Contrario sensu, 
si el incumplimiento radica en que por medio de 
	�����
�� 
� ��#	?
�� ��� �����
� ��� ���
�� 	� 	�#�����
sobre el objeto del contrato, la materia deja de ser 
meramente civil y pasar a estar bajo la tutela del 
Derecho Penal.

Dada la circunstancia que son las normas pena-
les, sean delitos o contravenciones, aquellas que 
limitan en mayor sentido la libertad de los asocia-
dos, el ordenamiento jurídico prevé que solo el Le-
gislador es el encargado de expedir esas normas. 
Sin embargo, tal facultad no es ilimitada u om-
nímoda, sino que se encuentra circunscrita en el 
campo de acción permitido por el bloque de cons-
titucionalidad.

Este pensamiento lo podemos observar en la 
Sentencia C-939 de 2002, en los siguientes térmi-
nos:

“6. En suma, al igual que ocurre con el resto 
de competencias estatales, el ejercicio del poder 
punitivo está sujeto a restricciones constituciona-
���$��	��
�����
�'����������	�	��	������	������
�
�
	��	��	�����"�@
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����������	�����
�����	��'���
desconozcan los derechos fundamentales, que no 
resulten idóneas para proteger bienes constitucio-
nales o que resulten desproporcionadas o irrazona-
bles. Lo mismo puede predicarse de las sanciones. 
Estas restricciones, como se indicó antes, operan 
frente a toda decisión estatal en materia puniti-
va…”.

Según lo anterior, las mayores limitaciones 
que encuentra el legislador para determinar que 
una conducta humana constituye delito son las si-
guientes:

<�K����	��
�����	������	�	�����
�
>�	������-
recho fundamental.

<�K��� �	������	����	�� �
� �������� �����	��	�	�
proteger bienes constitucionales.

<�K����	������	�������	>
�	����
������
�
���
-
�	�	��	�	����������	�
"

Esta reforma constitucional riñe con la 
Constitución Política, entendida como un texto 
armónico

La dignidad humana implica que nuestro Esta-
do acepte la pluralidad y diversidad étnica y cul-
tural de la Nación Colombiana (C. P. Artículo 7°), 
ello está vinculado en reconocer que existen cul-
turas minoritarias, algunas ancestrales, en la que 
la utilización de ciertos alucinógenos hacer parte 
de su cosmovisión. Un Estado que es democrático, 
no debe imponer, y menos desde el derecho san-
cionatorio, una visión cultural como la perfecta o 
necesaria de seguirse.

La doctrina constitucional acogida por este po-
nente, ha venido sosteniendo que por vía de acto 
legislativo no puede derogarse, subvertirse o sus-
tituirse los elementos esenciales de nuestra unidad 
política, ello solo es dable a través de la decisión 
de una Asamblea Nacional Constituyente que “re-
�����Q�	��%��	�
���	���
���	���	���������	������-
ciales del “contrato fundamental”, este necesaria-
mente devendrá en uno diferente.

Por ello, este proyecto de acto legislativo se 
torna en inconstitucional en tanto este Congreso 
estaría desbordando el poder de “reforma” que el 
constituyente primario le delegó, en tanto estaría 
subvirtiendo la noción universal de la dignidad 
humana al ordenar que ciertas personas y grupos 
minoritarios que en uso de su capacidad de normar 
su vida, en unos casos, y en otros, de pertenecer a 
asociaciones culturales y ancestrales, le estaría ve-
dada su existencia como tal porque a una mayoría 
del seno del Congreso de la República le repugna 
la utilización de ciertas drogas. Ello, en contravía 
del libre desarrollo de la personalidad del nacional 
colombiano.

Por otra parte, es menester aclarar que el dro-
gadicto (no el consumidor ocasional) no es visto 
ni en el sistema jurídico internacional, ni el nacio-
nal, como un delicuente stricto sensu. Más bien, 
���
�
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cretario General de las Naciones Unidas, es una 
víctima.

El artículo 2° de la Constitución establece que 
las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, 
y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares.

Si lo que se quiere es constitucionalizar una 
política estatal de ejecución en forma permanen-
te campañas de prevención contra el consumo de 
drogas y en favor de la recuperación de los adictos, 
cabe decir que esta norma ya existe tácitamente en 
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el texto constitucional, pues, es esta misma norma 
la que coloca en cabeza de los agentes del Estado 
la protección de los bienes fundamentales de las 
personas, protección que obviamente, también se 
����#���������	��\	#��
�����	���
#	"

III.B INCONVENIENCIA DEL PROYEC-
TO

La lucha contra las drogas implica una po-
lítica pública bipolar: aplicación del poder pu-
�����������������������������������������������
apoyo asistencial a los adictos

La lucha contra las drogas implica una acción 
del Estado que se dirige en dos frentes: la aplica-
ción del poder coercitivo para eliminar la produc-
�����������
����	������#��
�$�	�&��
�
����	�
�
�
asistencial a quienes se encuentran bajo el mundo 
de las drogas, y campañas de prevención para evi-
tar que nuevas personas caigan en esta condición.

La producción de cocaína en Colombia ha dis-
minuido en un 60% al pasar de 485 toneladas en 
2007 a la suma de 190 toneladas métricas en 2008.

El cultivo de coca también ha tenido una re-
ducción en un 30%, de tener 169.800 hectáreas en 
2004 a 119.000 hectáreas en 2008.

Los anteriores resultados muestran que se han 
�	�
��	�
�����
��	���������	�����	��
���	�������-
co y producción de droga, pero aún falta por hacer.

No se pueden direccionar equívocamente es-
fuerzos en esta lucha, pues, lo que necesariamente 
se invertirá en la represión penal del consumo sig-
���	������
������	�#����	��
���	�������������
"

+	�^�#	��>	���������	��@	��
����_���	�$�^-
cina contra la Droga y el Delito, ha mencionado:

“Cada dólar invertido en tratamiento genera 
una reducción de cuatro a siete dólares del cos-
to de la delincuencia relacionada con las drogas, 
la justicia penal y los hurtos…”. Manual sobre el 
Tratamiento del Abuso de Drogas.

La Teoría Económica prueba la inconvenien-
cia del proyecto

El término elasticidad precio demanda es muy 
propio de la Microeconomía, mide el grado en que 
la cantidad demandada responde a las variaciones 
del precio de mercado.

El proyecto ��������	�� impactará en el pre-
cio de la droga, pues, prohibirse desde la Consti-
tución (e inclusive al sancionarse, así sea volunta-
riamente) el solo porte y uso de la dosis mínima, 
evidentemente se aumentará el precio pagado por 
�
������
������
�������
�	��	����������������	�����
su expendio.

Los objetos a consumir de acuerdo al grado de 
sensibilidad frente a variaciones en su precio, pue-
den ser:

<�%������
�"������	���'��?	��	��	�������
�
�	�
graves cambios en la cantidad demandada.

<�`��������
�"�����	����	��	�����
����
�����
�
�
sensible a la variación de precios.

<� %������
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�
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�	�-
mente la demanda a los precios.

Los objetos por consumir tienen una naturaleza 
elástica, inelástica o elástica unitaria de acuerdo a 
diferentes factores2, enumeramos los más impor-
tantes:

1. Grado de necesidad del bien: Si el bien es 
de primera necesidad la demanda es inelástica, se 
adquiere sea cual sea el precio; en cambio si el 
bien no tiene la categoría de necesario, la demanda 
será elástica ya que si el precio aumenta un poco 
muchos consumidores podrán prescindir de él.

2. Existencia de bienes sustitutivos. Si existen 
buenos sustitutos la demanda del “bien” será muy 
elástica.

3. Importancia del bien en términos de coste. 
Si el gasto en ese bien supone un porcentaje muy 
pequeño de la renta de los individuos, su demanda 
será inelástica. Por ejemplo, el lápiz. Las variacio-
���������������
���\����������
�
�����	��������
-
nes de los consumidores que desean adquirirlos.

Frente al consumidor habitual de alucinógenos, 
��� �
��	� ���������	$� 	��	�
�� '��� ���
�� 
����
��
muestran una inelasticidad precio-demanda, pues, 
dado su poder adictivo se convierten en necesarios 
para quien los utiliza, por lo que una variación de 
los precios no tendrá el poder disuasivo para limi-
tar su uso.

Además, no existen “sustitutos” reales para 
ellos. 

Si bien la importancia en términos de coste 
pueden ser de mayor o menor grado para el con-
sumidor, la realidad nos muestra que las personas 
drogadictas renuncian a sus bienes materiales con 
����
�
�������
������"

Lo anterior evidencia que la expedición de la 
���
��	� �
��������
�	�� ��� ������
$� ��#���	��� ���
aumento considerable de los precios de los alu-
cinógenos, sin que tenga ello como consecuencia 
��	���������������#���	���	��������
����
"
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���	��
��	�	�����
quienes por cuenta del propio Estado, verán au-
mentadas sus utilidades, con el pecaminoso efecto 

2  http://www.eumed.net/cursecon/4/elasticidad-demanda.
htm
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que al dirigirse recursos contra su contención al 
servicio de la persecución penal de los consumi-
dores, ellos tendrán mayor poder económico para 
ensanchar ese negocio ilícito.

En los anteriores términos, solicito se archive el 
Proyecto de Acto Legislativo número 20 de 2009 
Senado, 285 de 2009 Cámara, por el cual se refor-
ma el artículo 49 de la Constitución Política.

IV. Proposición

Por lo anteriormente expuesto, solicito a los 
miembros de la Plenaria del Senado de la Repú-
blica ARCHIVAR el Proyecto de Acto Legislativo 
número 20 de 2009 Senado, 285 de 2009 Cámara, 
por el cual se reforma el artículo 49 de la Consti-
tución Política.

De los honorables Congresistas,

Armando Benedetti Villaneda,

Senador.

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA  
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 185 DE 2009 SENADO, 189 DE 
2009 CAMARA

por la cual se suprime el Departamento Ad-
ministrativo de Seguridad –DAS– se crea el de-
partamento administrativo denominado Agencia 
���
���������
��	����	�����������	���������������
reviste al Presidente de la Repú��	����������	����
�����
�������
�����	���	�������������	���������
relacionadas con el régimen de personal de la 

creación de un sistema especí�����������������-
�	�	�
��
	!�����������!�������	�"��������	�����
�����	�����
	
��������������
	���������	�	��"����

����	����	#���������	������������
���	���������
entidad suprimida a otras ramas del Poder Pú��	-

���������	�
����
�����	����	�	����$

Doctor

SAMUEL ARRIETA

Presidente 

Comisión Primera

Cámara de Representantes

Bogotá,  D. C. 

Referencia: Informe de ponencia para primer 
debate en las Comisiones Conjuntas al Proyecto 
de ley número 185 de 2009 Senado, 189 de 2009 
Cámara.

Señor Presidente:

En cumplimiento de la función asignada por la 
Mesa Directiva de la Comisión Primera del ho-
norable Senado, rindo informe de ponencia para 

primer debate al Proyecto de ley número 185 de 
2009 Senado, por la cual se suprime el Depar-
tamento Administrativo de Seguridad –DAS– se 
crea el departamento administrativo denominado 
Agencia Central de Inteligencia de Colombia – 
ACI – y se reviste al Presidente de la Repúbli-
ca de precisas facultades extraordinarias para 
expedir normas relacionadas con el régimen de 
�������	
��
	�
�������
��
��
������
���������

de carrera administrativa en la nueva agencia, 
�	
�����
��
�������
�
 ���	����
��	
���������

judicial, la reasignación de funciones y compe-
tencias de la entidad suprimida a otras ramas del 
Poder Público y se dictan otras disposiciones, la 
cual consagro en el presente escrito: 

La liquidación del DAS no se puede convertir 
en una cortina de humo que pueda desviar la res-
ponsabilidad de los verdaderos responsables de las 
interceptaciones ilegales y de otros escándalos en 
los que se ha visto envuelto el DAS en los últimos 
años, no podemos permitir que los resultados polí-
ticos de la liquidación del DAS terminen siendo el 
de diluir las responsabilidades de quienes ordena-
ron las interceptaciones telefónicas. Como Sena-
dor es mayor mi preocupación en el sentido de que 
el país tiene derecho a saber además de quienes 
fueron los autores materiales, quiénes y con qué 
motivación ordenaron que se realizaran. 

El proyecto de ley que pretende la liquidación 
del DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
SEGURIDAD - DAS, está cargado de efectos so-
ciales desfavorables para los empleados y cargado 
de motivos políticos que pudieren llegar a esconder 
los reales motivos de la liquidación de la Entidad. 
Con el proceso de liquidación del DAS, acabarán 
también 56 años de historia de un organismo que 
nació bajo el nombre de Servicio de Inteligencia 
Colombiano (SIC) y que siete años después tuvo 
que ser rebautizado. El anterior cargaba el lastre 
��������������	�
��
�
���
�����
��#���
��'�����-
lutaron al país por los años de la violencia y hoy, 
por un nuevo escándalo se motiva la liquidación 
del DAS y se pretende crear una nueva agencia de 
inteligencia. De lo anterior se colige que la cos-
tumbre de terminar con una Entidad y crear otra, si 
bien no es una práctica nueva, no presenta solucio-
nes de fondo para un Estado como el colombiano y 
menos en un marco de permanente violencia como 
en el que se mantiene desde hace más de 60 años.

IMPACTO DE LA DESVINCULACIÓN 
LABORAL.

– Cantidad de empleados desvinculados del 
�!"#����������������������������������$������-
bajo estable.
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Los empleados que serán desvinculados del 
DAS en este momento no tienen una propuesta es-
table que les asegure continuidad o estabilidad lab-
oral luego de salir de la liquidada entidad, el DAS 
menciona convenios con la Fiscalía y la Policía, 
los cuales en su articulado no tienen alcance vin-
���	��������	��&�'����	�������	������	������������
a su arbitrio el recibir o no a los ex empleados del 
DAS y de hacerlo, lo harán en las condiciones 
que la entidad considere, sin importar las condi-
ciones laborales y derechos adquiridos de los em-
pleados durante tantos años de servicio al Estado. 
Los mencionados convenios son poco claros en la 
cantidad y estabilidad laboral que brindarán a su 
empleados, además las condiciones de ingreso a 
las demás entidades serán en desventaja tanto en 
�
��	�	��	�$��
�
����������
�$����������\��	�
����
situaciones tan simples que si un funcionario del 
DAS es vinculado a otra entidad el convenio no 
dice que se le respetará el lugar de permanecía, 
así pues, si este empleado se ha radicado en una 
ciudad, la nueva entidad podrá vincularlo y envi-
arlo a cualquier lugar del país donde sea requerido 
afectando con ello al núcleo familiar.

El Gobierno parece que no se ha detenido a pen-
sar en la gran inversión que se ha hecho en el capital 
humano de la entidad durante estos años, pues a los 
funcionarios del DAS se les ha capacitado dentro 
������	������	&����#������
���	��%��	�
���	��
���-
nua valiosa inversión, que hoy, con la propuesta de 
liquidación del DAS se desperdiciaría, pues buena 
parte de estos funcionarios serían vinculados a en-
tidades privadas de seguridad. En este momento 
los funcionarios del DAS tienen el valor agregado 
de años de experiencia y capacitación pagada por 
el Estado colombiano. No se puede perder de vista 
que las motivaciones para la liquidación, no son 
otras si no los escándalos, el no ser motivada por 
situación de crisis económica, no permite que el 
Estado argumente que los empleados simplemente 
deben ajustarse a la liquidación, pues la Entidad 
de inteligencia que se pretende crear, tendrá cargos 
que los empleados del DAS pueden suplir gracias 
a su alto grado de preparación. 

Al liquidar esta entidad a través de las facultades 
que del Congreso desplaza al Ejecutivo, permitirá 
el Congreso la viabilidad patrocinada de que este 
proyecto sea la herramienta legalmente disfrazada 
que permita la deslegitimación y abrupta violación 
de los derechos adquiridos que tienen los actuales 
colombianos trabajadores del DAS.

Derechos adquiridos como los salariales, posi-
bilidades de acceso a la pensión, acarreando des-
mejoramiento de las garantías laborales. 

Además, es sabido que los convenios men-
cionados entre el DAS y otras entidades para la 
revinculación de los empleados están sujetos a la 
disponibilidad presupuestal de dichas entidades ya 
que los Convenios sin disposición de recursos por 
parte del Estado, además de no vincular, proponen 
la mera posibilidad de una vinculación, es decir, 
que no hay seguridad para los empleados que serán 
desvinculados.

LIQUIDACION DEL DAS, CORTINA DE 
HUMO PARA ACALLAR EL ESCANDALO 
DE LAS INTERCEPTACIONES ILEGALES.

Las motivaciones para liquidar el DAS son 
evidentemente políticas y nada tienen que ver las 
situaciones económicas o administrativas. La liq-
uidación inminente del DAS, que se ha planteado 
por parte del Gobierno, ������	����������������-
��������	������%�������������������������������
del país sobre los resultados de los escándalos 
	������������#�����������������������&�������%��
responsables intelectuales de las interceptaciones 
ilegales, se termine con la Institución, creando con 
ello una opinión de toma de cartas en el asunto o 
solución al problema de las interceptaciones y es 
innegable que terminar con una Institución como 
el DAS, no puede ser resultado de decisiones to-
madas por hechos ocurridos recientemente, sino 
que de tomarse semejante determinación debería 
de contarse con estudios serios y determinantes 
que contemplen el impacto social y económico 
que representa senda decisión.

Muestra de lo acalorado de la decisión de liq-
uidar el DAS, es que en los años de 2006, 2007 
y 2008 se realizaron estudios que proponen una 
restructuración de la Institución para fortalecer-
la mediante el redireccionamiento de algunas 
��� ���� �����
���� �� �	� �
���	����� ��� �	���� ���
su estructura administrativa, valga aclarar que 
los mencionados estudios, han tenido costos de: 
2007 $139.200.000.00 millones de pesos y 2008 
$347.283.733.33 millones de pesos. Lo anterior 
es muestra de que la urgencia por la liquidación 
del DAS, no obedece a requerimientos del orden 
	��������	���
$��	�����
�
������
�	������	�`����-
tución, sino a motivaciones de orden coyuntural 
por los últimos escándalos, que puedan disipar la 
tensión creada alrededor de los escándalos que en 
el mes de febrero denunció la Revista ����	� y 
que luego se convirtieron en escándalo público. 
Pretender que con la liquidación del DAS los exa-
bruptos cometidos que llevaron a su liquidación 
van a terminar, es realmente ilusorio, pues el ver-
dadero problema no radica en la Entidad, sino en 
los hilos que tras, la Entidad, se mueven y lo que 
realmente necesita saber el país es la verdad de 
quiénes y porqué ordenaron, no solo las intercepta-
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ciones, sino cualquier desmán en las facultades de 
la Entidad de Seguridad Estatal. Los colombianos 
merecemos conocer quiénes son los que mueven 
los hilos tras el escenario, y esto no se va a lograr 
�	����	��
���	�%����	���	�	��	�����	�������
�	�
otra, si lo más probable es que tras de esta nueva 
sigan los personajes invisibles que promueven la 
violación de derechos de los ciudadanos cubier-
tos tras la máscara de supuesta legalidad que la 
institucionalidad del Estado permite y que se ha 
permeado por un inefable manto de corrupción y 
persecución a quienes sostienen pensamientos de 
diferencia. 

Liquidar el DAS ahora que se esperan los re-
sultados de las investigaciones, sería auspiciar la 
falta de responsabilidad por las extralimitaciones 
que algunos de estos funcionarios cometieron y 
promover la impunidad de quienes ordenaron se 
realizaran las interceptaciones. Pretender terminar 
con el DAS para mostrar supuestos resultados por 
los recientes escándalos, no es prudente, ya que 
además de no dar resultados y mostrar a los re-
sponsables y sus motivaciones, se dejará sin em-
pleo, a miles de colombianos que le han servido al 
país durante varios años y sometidos a las penurias 
que genera en el grupo familiar el desempleo de 
cualquiera de sus miembros.

La liquidación del DAS en este momento deja 
más interrogantes que respuestas en un ambiente de 
por sí ya cubierto por un manto de incertidumbres 
sobre ¿quiénes han utilizado la institución para ob-
tener información privada de manera ilegal o algún 
������
�$��'����
������	�������
�	�	����������-
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��	�����	��&��	��	�	��[���������
cuáles son las reales soluciones que puede aportar 
la liquidación del Departamento Administrativo de 
seguridad. Dichos interrogantes, así como la po-
sibilidad de especializar en inteligencia al DAS y 

el que las funciones de investigación criminal a la 
delincuencia común pasaran a otra entidad siguen 
siendo cuestionamientos aún sin contestar.

=
���	��������������\�*�
�����
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�	�������*-
pongo mis inquietudes, sino también los temas 
que como Partido Liberal nos inquietan acerca del 
tema, la liquidación del DAS es un tema de vital 
importancia en la vida nacional de allí que nuestra 
posición como partido no sea otra que la de buscar 
respuestas a los interrogantes planteados.

Por lo anterior pido se archive el proyecto de 
ley 185 de 2009 senado - 189 de 2009 cámara

El sucrito ponente,

Luis Fernando Velasco Chaves,

Senador de la República.
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